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DTE:  ARNOLDO DE JESÚS GÓMEZ ÁLVAREZ
DDO: INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL-ISS-SECCIONAL ANTIOQUIA
RDO: 001-2012-00185-01
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TRIBUNAL  ADMINISTRATIVO  DE  ANTIOQUIA 

SALA CUARTA DE DECISIÓN


MAGISTRADA PONENTE: EDDA ESTRADA ÁLVAREZ 

Medellín,  Veintiocho (28) de Mayo de dos mil doce (2012)
REFERENCIA:
CONSULTA-INCIDENTE DE DESACATO
DEMANDANTE:
ARNOLDO DE JESÚS GÓMEZ ÁLVAREZ
DEMANDADO:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES-ISS
RADICADO:
05001 23 31 001 2012 000185 01

	ASUNTO: Consulta sanción impuesta en incidente de desacato. La sanción impuesta por el juez de primera instancia debe atender a criterios de proporcionalidad, razonabilidad y necesidad de la sanción. Acreditado el cumplimiento del fallo por parte de la entidad, no es procedente la sanción.


En virtud de lo dispuesto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, la Sala procede a revisar, en grado jurisdiccional de consulta, la providencia del día Nueve (09) de abril de 2012, proferida por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Medellín, mediante la cual  resolvió sancionar con multa de cinco (05) salarios mínimos legales mensuales al representante legal del INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL-Seccional Antioquia, doctor FELIX HERNANDO GOMEZ RAMIREZ, por incumplir el fallo de tutela antes proferido.

ANTECEDENTES

1.
El señor ARNOLDO DE JESÚS GÓMEZ ÁLVAREZ actuando en su propio nombre, interpuso acción de tutela contra el INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL-SECCIONAL ANTIOQUIA para la protección de su derecho fundamental de petición, vulnerado en su concepto, por la omisión de la entidad en dar respuesta a su solicitud de de reconocimiento de invalidez.

La tutela fue concedida por el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Medellín, mediante fallo proferido el 9 de abril de 2012, en el que se resolvió:  

“SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO y AL ACCESO A LA ADMINISTRACION DE JUSTICA del señor ARNOLDO DE JESÚS GÓMEZ ÁLVAREZ identificado con cédula de ciudadanía número 582.849, y en contra del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES-ISS PENSIONES-. En consecuencia, dicha entidad deberá dentro de las cuarenta y ocho (48) horas hábiles siguientes a la notificación de este fallo DICTAR LA RESOLUCION CORRESPONDIENTE EN LA CUAL ADOPOTA LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA EL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA, dicha resolución se la pondrá en conocimiento al accionante dentro de un término posterior al antes señalado, y allegara constancia de lo aquí ordenado…” (Fls. 2 y s.s.).
2.
Mediante escrito de 23 de Abril de 2012, el señor ARNOLDO DE JESÚS GÓMEZ ÁLVAREZ, presentó escrito contentivo de la solicitud de incidente de desacato, toda vez que para la fecha el INSTITUTO DEL SEGURO SOCIAL-SECCIONAL ANTIOQUIA-PENSIONES  no ha cumplido con la orden proferida por la Juez de Primera Instancia.

La protección de los derechos invocados por la accionante están amenazados, por cuanto no se ha hecho efectiva su asistencia; la omisión y falta de diligencia de la entidad, mantiene la trasgresión de las garantías fundamentales tuteladas, en tanto no se pronuncie frente a la solicitud que le ha sido elevada. 

ACTUACIÓN PROCESAL

1.
Obra en el plenario a folio 12 y s.s, requerimiento efectuado por el Juzgado de Instancia a la entidad accionada, con el fin de que  se pronunciara sobre el incidente de desacato formulado por la accionante, el requerimiento referido fue notificado mediante oficios No. 1567 y 1566 (fls. 13 y 14).
 2. 
Sin haberse obtenido pronunciamiento por parte del representante legal de la entidad accionada, respecto de los requerimientos efectuados, el Juzgado Primero Administrativo del Circuito de Medellín, mediante providencia del siete (07) de mayo de 2012, resolvió:
“1). Estimar la solicitud de desacato formulado por el señor ARNOLDO DE JESUS GOMEZ ALVAREZ contra el Representante Legal del INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES PENSIONES ANTIOQUIA-Dr. FELIX HERNANDO FOMEZ RAMIREZ.
“2). A consecuencia de lo anterior se sanciona al REPRESENTANTE LEGAR Dr. FELIX HERNANDO GOMEZ RAMIREZ, con multa de TRES (3) SALARIOS MÍNIMOS MENSUALES LEGALES VIGENTE, los cuales consignara a favor del CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, en el Banco Agrario…” (fls. 18 y .s.).
3.
El día once (11) de mayo de 2012, la doctora YENGSIE VELASQUEZ PARRA, abogada de tutelas pensiones, allega escrito obrante a folios 24 y s.s., en el que manifiesta: “…EL JEFE DEL DEPARTAMENTO DE ATENCIÓN AL PENSIONADO (ENCARGADO) emitió resolución 012925 de mayo de 2012 la cual se da respuesta de fondo a la solicitud del accionante...el acto administrativo mencionado será notificado en forma personal y recepcionada a su despacho, ya que deberá ser auditado por el nivel nacional por ser tope máximo…”
4.
El día 17 de mayo de 2012 con escrito visible a folios 33 y s.s. la entidad accionada reitera lo dicho en memorial del 11 de mayo de 2012, aportando copia de la Resolución No. 012925 del 11 de mayo de 2012, “Por medio de la cual se resuelve una solicitud de Prestaciones económicas En el Sistema de Seguridad Social en Pensiones-Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida” (fls. 37 y s.s.); la Resolución contiene constancia de notificación personal al accionante.Igualmente, se aporta desistimiento del desacato, suscrito por el señor ARNOLDO DE JESUS GOMEZ ALVAREZ. (fls. 36).
CONSIDERACIONES  
1.
Analizado el asunto materia de consulta, advierte la Sala que la situación fáctica que motivó la solicitud de adelantar la actuación de desacato se traduce en el incumplimiento de la sentencia emanada del Juzgado Veintitrés Administrativo del Circuito de Medellín, mediante el cual se tuteló el derecho de petición a favor del señor ARNOLDO DE JESUS GOMEZ ALVAREZ.
2.
 DE LA SANCIÓN IMPUESTA POR INCUMPLIMIENTO DE FALLO DE TUTELA. 

El Decreto 2591 de 1991 consagra en el Capítulo V, artículos 52 y 53, las sanciones que debe imponer el juez para hacer cumplir una providencia de tutela, previo el adelantamiento del incidente respectivo.

En relación con el desacato, la Corte Constitucional ha expresado:

“El desacato consiste en incumplir cualquier orden  proferida  por el juez con base en las facultades que se le otorgan dentro del trámite de la acción de tutela y con ocasión de la misma (…) La facultad del juez de imponer la sanción por el incumplimiento de tal orden debe entenderse  inmersa dentro del contexto de sus poderes disciplinarios, asimilables a los que le concede al juez civil el numeral 2 del artículo 39 del Código de Procedimiento  Civil.

Sobre la naturaleza de dichos poderes, que se justifican por razones de interés público, expresó esta corporación, en el reciente fallo C-218 de 1996 lo siguiente: “El juez como máxima autoridad responsable del proceso, está en la obligación de garantizar el normal desarrollo del mismo, la realización de todos y cada uno de los derechos de quienes en él actúan y obviamente de la sociedad en general, pues su labor trasciende el interés particular. Para ello el legislador lo dota de una serie de instrumentos que posibilitan su labor, sin los cuales le sería difícil  mantener el orden y la disciplina que son esenciales en espacios en los cuales se controvierten derechos y se dirimen situaciones en las que predominan conflictos de intereses.”
 

Toda vez que el objetivo buscado se concreta en garantizar el cumplimiento de las órdenes que surgen como mecanismo de protección a los derechos fundamentales, en el evento del desacato la tarea del juez constitucional es sancionar al incumplido con el fin de corregir su actitud omisiva o su acción desobediente; es decir, proveer a la inmediata efectividad de la orden; de lo contrario, las decisiones proferidas por los jueces pasarían a constituir letra muerta, quedando su cumplimiento y, por consiguiente, el amparo concedido en vía de tutela, al arbitrio de la autoridad o del particular destinatario del fallo.

El artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 contiene las sanciones que corresponde imponer a quien incumple un fallo de tutela: 

“La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción.”

Bajo esta perspectiva, la consulta en el desacato está instituida, tanto para verificar la efectividad en la protección del derecho que se amparó mediante la sentencia al tutelante, así como también para revisar que la sanción impuesta por el juez de primera instancia sea justa, equitativa y adecuada al propósito dispuesto y concordante con la norma que la consagra.

3. 
DEL CASO CONCRETO.

 Encuentra la Sala que de las respuestas extemporáneas dadas por la entidad accionada ante los requerimientos realizados por parte del Juzgado Primero Administrativo en razón al incidente de desacato presentado por el señor ARNOLDO DE JESUS GOMEZ ALVAREZ., se considera que el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES- ISS-SECCIONAL ANTIOQUIA-PENSIONES, ha dado cabal cumplimiento a la orden impartida por el juez de instancia.

Así las cosas, en el caso concreto, la Sala no encuentra  actualmente demostrada la renuencia y falta de diligencia por parte de la entidad accionada a cumplir con la orden contenida en el fallo de tutela expedido por el Juzgado Veintisiete Administrativo del Circuito de Medellín.
En conclusión, dado que las necesidades de la accionante se encuentran satisfechas al probarse que la entidad está cumpliendo a cabalidad con la orden impartida por el Juez de Instancia, puede afirmarse que el hecho que generó esta acción ha desaparecido, y por ende, la necesidad de imponer una sanción por un presunto desacato, lo que conlleva a la Sala a revocar la decisión adoptada por el juez de primera instancia ante la evidente sustracción de materia.

En mérito de lo expuesto, EL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE ANTIOQUIA, SALA QUINTA DE DECISIÓN, 

RESUELVE

PRIMERO:

REVÓQUESE la decisión consultada, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia

SEGUNDO:

Notifíquese a las partes por el medio más eficaz y rápido. 

TERCERO:

Devuélvase el expediente al Juzgado de origen.
NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

EDDA ESTRADA ALVAREZ
Magistrada
Republica de Colombia
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� Corte Constitucional, Sala Plena. Sentencia  C-243 de 1996.
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